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■  ■  ■

PRESENTACIÓN

SUR Nº18 fue elaborada con la colaboración de las organi-
zaciones Article 19 (Brasil y Reino Unido) y Fundar (Méxi-
co). En el dossier temático de este número, buscamos compi-
lar análisis sobre las diversas relaciones entre información y 
derechos humanos, teniendo como objetivo último responder 
a las siguientes preguntas: ¿Cuál es la relación entre dere-
chos humanos e información y cómo puede ser utilizada la 
información para garantizar los derechos humanos? Inclui-
mos también en esta edición, artículos sobre otros temas 
relativos a la agenda actual de los derechos humanos.

Dossier temático: 
Información y Derechos Humanos
Hasta hace poco tiempo, muchas de las organizaciones de 
derechos humanos del Sur Global concentraban su acción 
en la defensa de las libertades que estaban amenazadas por 
regímenes dictatoriales. En ese contexto, su principal estra-
tegia de acción era la denuncia, íntimamente vinculada a 
la constante búsqueda por el acceso a informaciones sobre 
violaciones y a la producción de una contra-narrativa que 
pudiera incluir las preocupaciones por los derechos humanos 
en los debates públicos. Al no encontrar resonancia en sus 
propios gobiernos, muchas veces las organizaciones dirigían 
sus denuncias a gobiernos extranjeros y a organizaciones 
internacionales, buscando persuadirlos para que ejercieran 
presión externa sobre sus propios países*.

Con la democratización de muchas de las sociedades 
del Sur Global, las organizaciones de derechos humanos 
comenzaron a reinventar su relación con el Estado y con 
los demás actores del sistema, así como su forma de dia-
logar con la población de los países en los que actuaban. 
Sin embargo, la persistencia de las violaciones aún luego 
del fi n de las dictaduras y la falta de transparencia de mu-
chos gobiernos del Sur, signifi caron que la producción de 
contra-narrativas continuó siendo una gran herramienta 
de acción, de las organizaciones. La información, por lo 
tanto, continúo siendo su principal materia prima, ya que 
el combate a las violaciones requiere necesariamente el re-
conocimiento de las mismas (lugares donde ocurren, prin-
cipales agentes involucrados, tipo de víctimas y frecuencia 
con la que ocurren, etc.). Las denuncias, sin embargo, en 
otros momentos destinadas a gobiernos extranjeros y a or-
ganizaciones internacionales, comenzaron a ser dirigidas 
a los actores locales, con la expectativa de que estando 
informados sobre las violaciones y siendo portadores del 
poder de voto y de otros canales de participación, sean 
ellos mismos los que ejerzan presión sobre sus gobiernos. 
Sumado a esto, con la democratización, además de cohibir 
los abusos, gran parte de las organizaciones de derechos 
humanos del Sur Global comenzaron a anhelar convertir-
se en legítimos actores para la formulación de políticas 
públicas que garanticen los derechos humanos, principal-
mente aquellos derechos de minorías, muchas veces no re-
presentadas por el sistema de voto mayoritario.

En este escenario, las informaciones producidas por el 
poder público, a modo de informes y documentos internos, 
se volvieron fundamentales para la actuación de la socie-
dad civil. Hoy, se buscan datos no sólo sobre violaciones 
de derechos cometidas por el Estado, tales como esta-
dísticas sobre tortura y violencia policial, sino sobre ac-
tividades relacionadas a la gestión y a la administración 
pública. En algunos casos, interesa saber cómo se realizan 

los procesos decisorios (cómo y cuándo se decide la cons-
trucción de nuevas obras de infraestructura en el país, por 
ejemplo, o cómo se desarrolla el proceso de formulación 
del voto del país en el Consejo de Derechos Humanos de la 
ONU); en otras oportunidades, se busca más bien conocer 
resultados (cuántos presos existen en determinada ciudad 
o región, o cuánto del presupuesto será destinado a la sa-
lud pública). De esta forma, el acceso a la información se 
transformó en una de las principales banderas de las orga-
nizaciones sociales que actúan en las más diversas áreas, 
y la cuestión de la publicidad y transparencia del Estado 
se volvió fundamental. Este movimiento obtuvo signifi ca-
tivas victorias en los últimos años, y un creciente número 
de gobiernos se ha comprometido con los principios del 
Gobierno Abierto1 o bien ha aprobado diferentes versiones 
de leyes sobre acceso a la información.2 

Esa legislación tuvo un papel importante en el campo 
de la justicia transicional, al permitir que violaciones de 
derechos humanos cometidas por gobiernos dictatoriales 
sean fi nalmente conocidas y, en algunos casos, que los res-
ponsables por las violaciones sean juzgados. En el artículo 
Acceso a la información, acceso a la justicia: los desafíos 
para la transparencia en Perú, Jo-Marie Burt y Casey Ca-
gley examinan, con foco en el caso peruano, los obstáculos 
enfrentados por los ciudadanos que buscan justicia en rela-
ción a las atrocidades cometidas en el pasado.

Como demuestra el caso de Perú examinado por Burt 
y Cagley, la aprobación de nuevas leyes de acceso a la in-
formación representa, sin dudas, un importante progreso, 
pero la implementación de esta legislación ha demostra-
do que no es sufi ciente para que los gobiernos se vuelvan 
verdaderamente transparentes. Muchas veces, las leyes se 
limitan a obligar a los gobiernos a divulgar los datos que 
hayan producidos, solamente si fueran instados a hacerlo 
por un ciudadano o una ciudadana. No obstante, no obli-
gan al Estado a producir informes que hagan que los datos 
existentes sean inteligibles, ni a divulgar espontáneamente 
estas informaciones. El problema se ve exacerbado cuan-
do el Estado no llega ni siquiera a producir los datos que 
serían fundamentales para el control social de su acción. 
Este es, muy frecuentemente, el caso de las informaciones 

*K. Sikkink acuñó el término “efecto boomerang” para retra-
tar esta forma de acción de las organizaciones de la sociedad 
civil en países bajo regímenes no democráticos

**Open Government Partnership es una iniciativa de ocho pa-
íses (Sudáfrica, Brasil, Corea del Sur, Estados Unidos, Filipi-
nas, Indonesia, México, Noruega y Reino Unido) para promo-
ver la transparencia gubernamental. En 2011 fue fi rmada la 
Declaración del Gobierno Abierto y a fi nes de 2012 la red ya 
agrupaba a 57 países (Disponible en: http://www.state.gov/r/
pa/prs/ps/2012/09/198255.htm). La iniciativa toma en cuen-
ta las diferentes etapas de transparencia pública en cada uno 
de los países miembro, por eso cada gobierno tiene en plan 
de acción propio para implementar los principios del gobierno 
abierto. Más informaciones sobre esta iniciativa están disponi-
bles en: http://www.opengovpartnership.org.

***En 1990, 13 países poseían instrumentos jurídicos en base 
al modelo de una Ley de Acceso a la Información (Cf. Toby 
Mendel. 2007. Access to information: the existing State of af-
faire around the world. In. VILLANUEVA, Ernesto. Derecho 
de la información, culturas y sistemas jurídicos compara-
dos. México: Universidad Nacional Autónoma de México). 
Para 2010, aproximadamente 70 países contaban con este 
instrumento (Cf. ROBERTS, Alasdair S. 2010. A Great and 
Revolutionary Law? The First Four Years of India’s Right to 
Information Act. Public Administration Review, vol.70, n. 
6,  p. 25–933.). Entre ellos fi guran, Sudáfrica (2000), Bra-
sil (2012), Colombia (2012), Corea del Sur (1998), India 
(2005), Indonesia (2010), México (2002) y Perú (2003)



sobre procesos de toma de decisión, que son particular-
mente difíciles de obtener. Otro campo en el que la trans-
parencia deja que desear es el de las informaciones sobre 
actores privados subsidiados por recursos públicos, tales 
como empresas mineras, o aquellas que reciben concesio-
nes estatales, como las empresas de telecomunicaciones. 

Muchas organizaciones del Sur también se han dedi-
cado a producir informes que traduzcan los datos guber-
namentales en informaciones comprensibles y que puedan 
informar estrategias de acción de la sociedad civil organi-
zada o decisiones políticas de los ciudadanos. Las organi-
zaciones de derechos humanos también han presionado a 
sus gobiernos para que su accionar sea medido en términos 
de indicadores que puedan ayudar a identifi car y combatir 
desigualdades en el acceso a los derechos. Este es el tema 
del artículo de Laura Pautassi, intitulado Monitoreo del 
acceso a la información a partir de los indicadores de 
derechos humanos, en el cual la autora debate sobre el 
mecanismo recientemente adoptado por el Sistema Inte-
ramericano de Derechos Humanos en lo que se refi ere a la 
obligación de los Estados Parte de informar, bajo el artí-
culo 19 del Protocolo de San Salvador.

La relación entre información y derechos humanos, sin 
embargo, no se limita al campo de la transparencia guber-
namental. La falta de libre acceso a informaciones pro-
ducidas en el ámbito privado, puede también contribuir a 
estimular asimetrías de poder o incluso restringir el acce-
so a los derechos, de grupos particularmente vulnerables. 
El ejemplo más evidente de este último riesgo se refi ere a 
la industria farmacéutica, que cobra valores altísimos por 
medicamentos protegidos a través de leyes de patentes, im-
pidiendo efectivamente el acceso a la salud de poblaciones 
enteras. Otro ejemplo, es la privatización de la producción 
científi ca, por parte de editoriales de revistas académicas. 
Este tema obtuvo notoriedad recientemente, con la muerte 
de Aaron Swartz, activista americano que supuestamente 
se suicidó cuando estaba siendo acusado por quiebra de 
copyright, en un largo proceso. Sérgio Amadeu da Silveira 
abre esta edición de SUR con un retrato de Swartz (Aaron 
Swartz y las luchas por la libertad de conocimiento), ar-
ticulando su vida con los embates actuales por la libertad 
de conocimiento frente a la rigidez cada vez mayor de las 
legislaciones sobre propiedad intelectual y de la acción de 
la industria del copyright, que busca subordinar los dere-
chos humanos al control de las fuentes de creación. 

Considerando el papel crucial que se ha ganado Internet 
en la producción y difusión de la información, es natural que 
se haya vuelto un campo de disputas entre el interés público 
y los intereses privados, como bien ilustra el caso Swartz. 
En este sentido, la sociedad civil y los gobiernos han busca-
do adoptar mecanismos de regulación que intenten equili-
brar estos dos lados de la balanza, tales como la así llama-
da Internet Freedom, tema de otro artículo de la presente 
edición. En su texto, Internet Freedom no es sufi ciente: por 
una Internet fundada en los derechos humanos, Alberto J. 
Cerda Silva argumenta que las medidas propuestas por ese 
conjunto de iniciativas público-privadas no son sufi cientes 
para conseguir el objetivo que se propone, o sea, contribuir 
a la realización progresiva de los derechos humanos y al 
funcionamiento de sociedades democráticas. 

La importancia de Internet como vehículo de comuni-
cación e información también signifi ca que el acceso a la 
misma comenzó a representar un factor crucial de inclu-
sión económica y social. Para corregir desigualdades en este 
ámbito, organizaciones de la sociedad civil y gobiernos, han 
creado programas orientados a la así llamada “inclusión di-
gital”, para grupos que enfrentan difi cultades para acceder 
a la red. En otro artículo que compone el dossier informa-
ción y Derechos Humanos de esta edición, Inclusión digital 
como política pública: un campo de disputas, Fernanda Ri-
beiro Rosa defi ende la importancia de abordar la inclusión 
digital como derecho social, que a partir del diálogo con el 
campo de la educación y del concepto de la literacidad digi-
tal, vaya más allá del simple acceso a las TIC y que incorpo-
re otras habilidades y prácticas sociales necesarias para el 
etapa informática actual de la sociedad. 

Artículos no temáticos
Esta edición incluye cinco artículos adicionales relati-
vos a otras cuestiones relevantes para la agenda actual 
de los derechos humanos.

En Desarrollo a costa de violaciones: Impacto de 
los megaproyectos sobre los derechos humanos en 
Brasil, Pétalla Brandão Timo analiza un tema de parti-
cular relevancia en la actualidad: las violaciones a los 
derechos humanos que han ocurrido en Brasil a partir 
de la implementación de megaproyectos de desarrollo, 
tales como el Complejo Hidroeléctrico de Belo Monte, y 
la preparación para mega-eventos como el Mundial de 
Fútbol de 2014. 

Dos textos tratan sobre la defensa de los derechos 
económicos y sociales. En Derecho a la tierra como 
derecho humano: Argumentos a favor de un derecho 
específico a la tierra Jérémie Gilbert ofrece argumen-
tos para la incorporación del derecho a la tierra como 
derecho humano, en instrumentos normativos interna-
cionales donde hasta hoy figura sólo de forma vinculada 
a otros derechos. En ¿Llegar a los más necesitados? El 
acceso a la justicia y el papel de los abogados públicos 
en el litigio sobre el derecho a la salud en la ciudad de 
São Paulo, Daniel W. Liang Wang y Octavio Luiz Motta 
Ferraz analizan acciones judiciales relacionadas al de-
recho a la salud en la capital de São Paulo, en las que 
los litigantes son representados por defensores y fisca-
les públicos, con el objetivo de verificar si las acciones 
han beneficiado a los ciudadanos más vulnerables y si 
han contribuido en la expansión del acceso a la salud.

Otro artículo trata sobre el principal mecanismo de 
la ONU para el monitoreo internacional de los derechos 
humanos. En El Consejo de Derechos Humanos de Na-
ciones Unidas: seis años después, Marisa Viegas y Silva 
analiza de forma crítica el accionar y los cambios intro-
ducidos en este órgano de la ONU, en sus seis primeros 
años de existencia. 

En Derechos Humanos, extradición y pena de muer-
te: Reflexiones sobre el enfrentamiento entre Botsua-
na e Sudafrica, Obonye Jonas analiza el impasse entre 
los dos países africanos en lo que se refiere a la extra-
dición de ciudadanos de Botsuana, presos en Sudáfrica, 
y acusados en su país de origen de crímenes pasibles de 
pena de muerte. 

Finalmente, Antonio Moreira Maués, en Supralegali-
dad de los tratados internacionales de derechos huma-
nos e interpretación constitucional, analiza los impactos 
de una decisión de 2008 del Supremo Tribunal Federal, 
en relación al nivel jerárquico de los tratados interna-
cionales de derechos humanos en el derecho brasilero, 
comenzando a adoptar la tesis de la supralegalidad. 

■  ■  ■
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RESUMEN 

El derecho a la tierra ha recibido una cierta atención en cuanto problema de derechos de 
propiedad y como un derecho particularmente importante para los pueblos indígenas y las 
mujeres, pero este derecho se encuentra ausente de todos los instrumentos internacionales 
de derechos humanos. Este artículo analiza como el derecho a la tierra ha sido abordado 
desde cinco ángulos diferentes en la legislación internacional de derechos humanos: como 
una cuestión de derecho de propiedad, como un derecho específi camente importante 
para los pueblos indígenas; como un ingrediente para la igualdad de género; y como una 
llamada para unirse contra la desigualdad en el acceso a la alimentación y a la vivienda. Al 
analizar estos diferentes enfoques, este artículo propone identifi car el lugar del derecho a 
la tierra en los instrumentos y jurisprudencia internacional de derechos humanos así como 
analizar por qué ese derecho no ha sido incluido -y si debería ser incluido- como derecho 
específi co e independiente. 
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DERECHO A LA TIERRA COMO DERECHO HUMANO: 
ARGUMENTOS A FAVOR DE UN DERECHO ESPECÍFICO 
A LA TIERRA

Jérémie Gilbert

1 Introducción: ¿Por qué derechos a la tierra?

El derecho a la tierra no suele percibirse como un problema de derechos humanos. En 
términos generales, el derecho a la tierra se refiere a los derechos a utilizar, controlar 
y transferir una parcela de tierra. Entre tales derechos se incluyen el derecho a: 
ocupar, disfrutar y utilizar la tierra y sus recursos; restringir o excluir a otros de la 
tierra; transferir, vender, comprar, donar o prestar; heredar y legar; acondicionar o 
mejorar; arrendar o subarrendar; y beneficiarse de los valores de la mejora del suelo 
o de ingresos por alquiler (FOOD AND AGRICULTURAL ORGANISATION OF THE 
UNITED NATIONS, 2002). Legalmente, el derecho a la tierra suele caer dentro de 
las categorías de las leyes sobre la tierra, los contratos de tenencia de la tierra o los 
reglamentos de planificación, pero rara vez se asocian con los derechos humanos. 
En el ámbito internacional, ningún tratado o declaración se refiere específicamente 
al derecho humano a la tierra; en sentido estricto, no existe el derecho humano a 
la tierra en el derecho internacional.

Sin embargo, detrás de esta fachada, el derecho a la tierra es una cuestión 
fundamental de derechos humanos. El mismo constituye la base para el acceso a 
la alimentación, la vivienda y el desarrollo y, sin acceso a la tierra, muchos pueblos 
se encuentran en una situación de gran inseguridad económica. 

En muchos países, el acceso a la tierra y los derechos sobre ella suelen estar 
estratificados y basados en un sistema jerárquico y segregado donde los más pobres 
y menos educados no tienen seguridad sobre la tenencia de la tierra. El control del 
derecho a la tierra ha sido históricamente un instrumento de opresión y colonización. 
Uno de los ejemplos más patentes es la Sudáfrica del apartheid, donde los derechos 
sobre la tierra se utilizaron como una pieza central de ese régimen. En un caso 
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menos extremo, los amplios movimientos sociales de campesinos sin tierra en toda 
América Latina y América Central suponen asimismo una reacción al control de 
las tierras por las élites ricas dominantes. 

En los peores casos, dicha estratificación en el acceso a la tierra ha sido 
un ingrediente en conflictos violentos. La situación en los territorios palestinos 
ocupados e Israel es un claro ejemplo de la utilización de los derechos de la tierra 
como medio de opresión (HUSSEIN; MCKAY, 2003). Esa situación no es exclusiva 
de Oriente Medio, pues en la mayoría de los conflictos el control sobre la tierra es 
un elemento crítico (DAUDELIN, 2003). 

El acceso, la redistribución y las garantías del derecho a la tierra son igualmente 
temas cruciales en situaciones posconflicto (LECKIE, 2008). La redistribución de la 
tierra continúa siendo una cuestión crítica en países que han tenido recientemente 
conf lictos graves, como Colombia, Bangladesh o Timor Oriental. En estas 
situaciones posconflicto, la cuestión de la restitución de tierras es un factor que, si 
no se aborda adecuadamente, podría volver a desencadenar violencia. 

Fuera de situaciones de violencia y conflicto, los reglamentos y políticas 
que rigen los derechos de la tierra suelen estar en el centro de cualquier gran 
reforma económica y social. El derecho a la tierra desempeña un papel catalizador 
en el crecimiento económico, el desarrollo social y la reducción de la pobreza 
(INTERNATIONAL LAND COALITION, 2003). Cifras recientes apuntan a que 
casi el 50 % de la población rural del mundo no goza de una garantía de derechos 
respecto a la propiedad de la tierra y se estima que hasta una cuarta parte de la 
población mundial son personas sin tierra, haciendo de la inseguridad del registro 
de la tierra y la falta de acceso a la tierra ingredientes claros de la pobreza (UNITED 
NATIONS HUMAN SETTLEMENTS PROGRAMME, 2008).

En las últimas décadas, varios países han adoptado drásticas reformas agrarias 
para hacer frente a cuestiones tales como la pobreza, la equidad, la indemnización 
en caso de expropiación pasada, la inversión y la innovación en la agricultura y la 
sostenibilidad. Las tierras cultivables se están volviendo extremadamente valiosas 
debido al mayor interés de los inversores, los cambios en los sistemas de producción 
agrícola, el crecimiento demográfico, la migración y el cambio ambiental. Esto incluye 
las inversiones agrícolas extranjeras a gran escala en países en desarrollo, que se han 
considerado como apropiación de tierras. Eso ha hecho surgir nuevos problemas 
relacionados con el respeto al derecho a la tierra de las poblaciones locales, al privarlas 
de tierras indispensables para mantener su acceso a los alimentos. Del mismo modo, el 
reciente énfasis en las medidas de compensación respecto al cambio climático, que ha 
provocado la adquisición de grandes extensiones de tierra para plantar palma aceitera 
u otras fuentes de biocombustibles, está creando una tendencia de adquisición de 
tierras para obtener beneficios económicos en detrimento de las poblaciones locales 
que están perdiendo sus tierras a manos de los inversores internacionales. 

A su vez, esto ha provocado varios movimientos de derecho a la tierra, que 
reclaman el reconocimiento y la afirmación del derecho fundamental a la tierra. 
La aserción de que el derecho a la tierra constituye un derecho humano ha sido un 
denominador común en los movimientos de la India, Sudáfrica, Brasil, México, 
Malasia, Indonesia, Filipinas y muchos otros países de todo el mundo. Para 
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estos movimientos, la articulación de un derecho a la tierra se percibe como una 
manera de impulsar la protección y la promoción de una cuestión social clave: el 
reconocimiento de que las poblaciones locales tienen derecho al uso, la propiedad y 
el control de los desarrollos realizados en sus propias tierras. Los derechos sobre la 
tierra no solo tienen un impacto directo sobre los derechos de propiedad individual, 
son también esenciales para la justicia social. 

Pese a ser un tema tan central para la justicia social y la igualdad, el derecho 
a la tierra está ausente en gran medida del léxico de derechos humanos. Ha habido 
varios llamamientos para que se reconozca un derecho a la tierra en el marco del 
derecho internacional de los derechos humanos (PLANT, 1993). Sin embargo, a pesar 
de esas iniciativas, ningún tratado de derechos humanos ha reconocido el derecho 
a la tierra como una cuestión fundamental de derechos humanos. De los nueve 
tratados internacionales fundamentales de derechos humanos, el derecho a la tierra 
solo se cita una vez, marginalmente, en el contexto de los derechos de las mujeres 
de las zonas rurales.1 Sin embargo, a pesar de la ausencia de una referencia clara 
en los principales instrumentos internacionales de derechos humanos, ha habido 
un creciente interés en la jurisprudencia internacional sobre el derecho a la tierra 
como una cuestión de derechos humanos. 

Este artículo analiza de qué manera se ha abordado el derecho a la tierra pese 
a no estar formalmente proclamados en los principales instrumentos de derechos 
humanos. Para emprender un recorrido de ese tipo, este artículo argumenta que el 
derecho a la tierra ha sido abordado desde cinco ángulos diferentes en el derecho 
internacional de derechos humanos. Como se examinará, la reivindicación del 
derecho a la tierra ha surgido ya sea como una cuestión de derecho de propiedad 
(sección 1), como un derecho específicamente importante para los pueblos indígenas 
(sección 2); como un ingrediente para la igualdad de género (sección 3); y como 
una llamada para unirse contra la desigualdad en el acceso a la alimentación y a 
la vivienda (secciones 4 y 5). A través del examen de estos tres enfoques diferentes 
respecto al derecho a la tierra, este artículo propone no solo identificar el lugar del 
derecho a la tierra en el marco internacional de derechos humanos, sino también 
analizar por qué ha sido incluido, y si debería ser incluido en tales instrumentos 
como un derecho a la tierra específico e independiente (conclusión). 

2 Derecho a la tierra como derecho de propiedad: 
 ¿proteger a los “propietarios”?

El término propiedad suele hacer referencia a la propiedad de una cosa o cosas, pero 
también suele asociarse con la idea de propiedad de la tierra. En la mayor parte de 
los sistemas jurídicos del mundo se encuentra como denominador común el derecho 
a la propiedad, considerado en general como una de las libertades fundamentales 
de la persona. La mayoría de las constituciones tienen una sólida garantía explícita 
de este derecho (ALLEN, 2007), que ha desempeñado un papel muy importante en 
el desarrollo de normas y valores humanos.

Históricamente, la garantía de los derechos de propiedad de la tierra ha sido 
uno de los temas centrales que han motivado el desarrollo de un sistema emergente 
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de derechos humanos. Por lo general, los derechos de propiedad han sido un aspecto 
central de la afirmación de las libertades individuales frente a la autoridad del Estado 
en muchas de las democracias liberales occidentales (WALDRON, 1988). Los textos 
dieciochescos de la Carta de Derechos estadounidense y de la Declaración de los 
Derechos Humanos francesa ponen la protección de los derechos de propiedad al 
mismo nivel que el derecho a la vida. En ese contexto, la propiedad privada significa 
la protección, garantía y seguridad de la tenencia de los propietarios de tierras, ya 
que solo estarían protegidas las personas que tienen el título oficial de esas tierras. 
Históricamente, solo los terratenientes ricos y poderosos tenían tal título oficial.

Desde esa perspectiva histórica, por lo tanto, el derecho a la propiedad de 
la tierra puede verse como un derecho muy conservador; protege el derecho de los 
proprietarios de tierras. En otras palabras, el derecho a la propiedad solo se aplica a 
las posesiones existentes y no aborda el derecho de adquirir posesiones de tierra. La 
preeminencia de los derechos de propiedad en algunas de las primeras declaraciones 
de derechos humanos del siglo XVIII, o incluso en documentos anteriores, se 
explica por la voluntad de los propietarios de obtener la protección de sus derechos 
de propiedad frente al poder de los monarcas. La propiedad de la tierra se veía 
como uno de los elementos clave de la libertad contra el arbitrio gubernamental. 

Los orígenes occidentales del derecho de propiedad han influido en gran 
medida en la manera en que los derechos de propiedad se han enmarcado en el 
derecho internacional de derechos humanos. Su importancia se refleja en el actual 
sistema internacional de protección de los derechos humanos, donde el derecho a 
la propiedad es, a la vez, uno de los principios por excelencia del sistema así como 
tema bastante controvertido. El artículo 17 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos (DUDH) establece lo siguiente: 

1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente.
2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.

(UNITED NATIONS, 1948, art. 17)

La inclusión de ese derecho en la DUDH resultó controvertida y su proceso de 
redacción dio lugar a intensos debates y negociaciones. En particular, la controversia 
se refería se existía la necesidad de incluir ese derecho y a la medida en que el derecho 
de propiedad debía estar limitado por las leyes nacionales (CASSIN, 1972). Si bien la 
cuestión particular de la propiedad de la tierra no estaba en sí misma en el meollo 
de la discusión, la brecha entre un enfoque individual y otro más social y colectivo 
de la propiedad iba a impregnar el debate posterior sobre el derecho a la tierra. La 
referencia al derecho a la propiedad fue rechazada en los dos Pactos adoptados en 
1966, haciendo de los derechos de propiedad uno de los únicos derechos humanos 
afirmados en la DUDH que no se integra en ninguno de los Pactos jurídicamente 
vinculantes. Se han presentado varios argumentos para explicar la ausencia del derecho 
de propiedad de ambos Pactos, en particular la brecha entre los bloques de Occidente 
y Oriente, pero en última instancia la redacción referente a un derecho de propiedad 
se consideró demasiado compleja e ideológicamente controvertida (SCHABAS, 1991). 

En paralelo a esos debates, la Convención Internacional sobre la Eliminación 
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de todas las Formas de Discriminación Racial (CERD), aprobada en 1965, establece 
un compromiso general de los Estados Partes para eliminar la discriminación racial 
y garantizar “el derecho a ser propietario, individualmente y en asociación con 
otros” (UNITED NATIONS, 1965, art. 5, v). 

El derecho a la propiedad también se consideró un problema importante en 
la lucha para eliminar la discriminación contra la mujer. La Convención sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (sus siglas en 
inglés, CEDAW) afirma en su artículo 16 que los Estados Partes deben garantizar 
“los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propiedad, compras, 
gestión, administración, goce y disposición de los bienes, tanto a título gratuito 
como oneroso” (UNITED NATIONS, 1979, art. 16). 

A pesar de estas menciones de los derechos de propiedad, los principales 
tratados internacionales de derechos humanos no incluyen una mención específica 
de los derechos de propiedad sobre la tierra. Y cuando se incluyen tales derechos 
de propiedad, es sobre todo en el contexto de la no discriminación (CERD y 
CEDAW). En última instancia, los derechos de propiedad solo se afirman con 
de forma rotunda en la DUDH, y la conexión con el derecho a la tierra en este 
contexto sigue siendo precaria, ya que no estaba prevista inicialmente.

3 Derechos sobre la tierra como derechos culturales: 
 los pueblos indígenas 

Desde los lugares más diversos y a menudo más remotos del mundo, como el 
Ártico helado o las selvas tropicales, los pueblos indígenas han reivindicado que su 
cultura desaparecerá si no se protege firmemente su derecho a la tierra. Aunque las 
comunidades indígenas sean más diversas, la mayoría comparte una similar relación 
profundamente enraizada entre su identidad cultural y sus tierras. Muchas de las 
comunidades indígenas han hecho hincapié, como será presentado a continuación, 
en que los territorios y las tierras son la base no solo de su subsistencia económica, 
sino también la fuente de su identidad espiritual, cultural y social. 

La conexión entre derechos culturales y derechos sobre la tierra ha sido 
reconocida por el Comité de Derechos Humanos (CDH), en su interpretación del 
artículo 27 del PIDCP. Dicho artículo, no hace alusión al derecho a la tierra, per se, 
sino que da énfasis a la conexión entre los derechos culturales y al derecho a la tierra. 
Sin embargo, el CDH ha desarrollado una protección específica del derecho a la 
tierra de los pueblos indígenas al enfatizar la evidencia de que, para las comunidades 
indígenas, su forma particular de vida está asociada con el uso de sus tierras. En una 
observación general citada a menudo sobre el artículo 27, el CDH afirmó:

Por lo que se refiere al ejercicio de los derechos culturales protegidos por el artículo 27, 
el Comité observa que la cultura se manifiesta de muchas formas, inclusive un modo 
particular de vida relacionado con el uso de recursos terrestres, especialmente en el caso 
de los pueblos indígenas. Ese derecho puede incluir actividades tradicionales tales como 
la pesca o la caza y el derecho a vivir en reservas protegidas por la ley. 

(UNITED NATIONS, 1994)
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La conexión entre protección cultural y derecho a la tierra de los pueblos indígenas 
ha sido reiterada en numerosas observaciones finales sobre los informes de los 
Estados y en comunicaciones individuales (SCHEININ, 2000). El planteamiento 
es que, cuando la tierra tiene una importancia fundamental para el sustento de la 
cultura, el derecho a disfrutar de la propia cultura requiere la protección de la tierra. 

Ese enfoque que vincula derechos sobre la tierra y derechos culturales de 
los pueblos indígenas se encuentra en la esencia de la reciente jurisprudencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). En el caso de la comunidad 
Awas Tingni contra Nicaragua 2001, el tribunal declaró: 

Los indígenas por el hecho de su propia existencia tienen derecho a vivir libremente en 
sus propios territorios; la estrecha relación que los indígenas mantienen con la tierra 
debe de ser reconocida y comprendida como la base fundamental de sus culturas, su vida 
espiritual, su integridad y su supervivencia económica. Para las comunidades indígenas 
la relación con la tierra no es meramente una cuestión de posesión y producción sino un 
elemento material y espiritual del que deben gozar plenamente, inclusive para preservar 
su legado cultural y transmitirlo a las generaciones futuras. 

(INTER-AMERICAN COURT OF HUMAN 
RIGHTS, 2001, para. 149)

Desde entonces, la CIDH ha desarrollado una jurisprudencia más amplia en 
derechos sobre la tierra integrándolos en el marco del derecho a la propiedad, el 
derecho a la vida y el derecho a la salud (ANAYA; WILLIAMS, 2001). Este enfoque del 
derecho a la tierra se considera a menudo como un derecho a la integridad cultural. 
Aunque el derecho a la integridad cultural no aparece en ninguno de los tratados 
internacionales de derechos humanos, hace referencia a un conjunto de diferentes 
derechos, como los derechos a la cultura, a la subsistencia, a la vida, a la religión 
y a la herencia, todos los cuales apoyan la protección de los derechos territoriales.

Esta referencia a la integridad cultural ha encontrado eco en la reciente 
decisión de la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos 
(CADHP), en el caso relativo a la comunidad Endorois de Kenia. Este caso se 
refería al desplazamiento forzado de dicha comunidad de sus tierras ancestrales, 
en el corazón del Gran Valle del Rift, para crear una reserva natural, sumiendo a 
esa comunidad tradicional de pastores de ganado en la pobreza y empujándolos al 
borde de la extinción cultural. En este caso, la comunidad indígena afirmó que el 
acceso a su territorio ancestral, “además de asegurar la subsistencia y los medios 
de vida, se ve como algo sagrado, que está indisolublemente ligado a la integridad 
cultural de la comunidad y a su forma de vida tradicional” (AFRICAN COMMISSION 
ON HUMAN AND PEOPLES RIGHTS, 2010, para. 16). En su decisión, la Comisión 
Africana aceptó la reivindicación de la integridad cultural reconociendo que 
desplazar a la comunidad indígena de su tierra ancestral suponía una violación de 
su derecho a la integridad cultural basado en la libertad de religión (artículo 8), el 
derecho a la cultura (artículo 17) y el acceso a los recursos naturales (artículo 21) 
de la Carta Africana. 

La aparición del derecho de los pueblos indígenas a la integridad cultural 
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señala el establecimiento de una conexión entre el acceso a los territorios ancestrales 
y la libertad religiosa, los derechos culturales y el derecho a acceder a los recursos 
naturales. Aunque los derechos a la tierra no están afirmados como tales ni en la 
Convención Americana ni en la Carta Africana, los órganos regionales de derechos 
humanos han reconocido la protección del derecho a la tierra como un tema 
fundamental de derechos humanos de los pueblos indígenas, como parte de un 
paquete más amplio de derechos que incluyen los derechos de propiedad, los derechos 
culturales y los derechos sociales. Este enfoque es uno de los reconocimientos más 
avanzados del derecho a la tierra como derecho humano. 

Un esfuerzo paralelo de desarrollo legislativo, que culminó con la adopción de 
la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
en 2007, amplió esa evolución jurisprudencial. La declaración dedica varios de 
sus artículos al derecho a la tierra, convirtiendo tales derechos en una cuestión 
esencial de derechos humanos para los pueblos indígenas (GILBERT; DOYLE, 2011). 
El artículo 25 de esa declaración afirma lo siguiente: 

Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su propia relación espiritual 
con las tierras, territorios, aguas, mares costeros y otros recursos que tradicionalmente 
han poseído u ocupado y utilizado y a asumir las responsabilidades que a ese respecto 
les incumben para con las generaciones venideras.

(UNITED NATIONS, 2007, art. 25).

Si bien la Declaración no es un tratado, los derechos enunciados en ella son un reflejo 
del derecho internacional contemporáneo en lo tocante a los pueblos indígenas y 
pone de manifiesto un claro reconocimiento internacional de la importancia de 
un enfoque basado en los derechos humanos al tratar del derecho a la tierra de los 
pueblos indígenas.

El Convenio n.º 169 de la OIT sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
y Tribales integra también un planteamiento basado en los derechos humanos 
respecto al derecho a la tierra. Dicho convenio afirma en particular que, al aplicar 
sus disposiciones: 

Los gobiernos deberán respetar la importancia especial que para las culturas y valores 
espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o con 
ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera, y en particular 
los aspectos colectivos de esa relación. 

(INTERNATIONAL LABOUR ORGANIZATION, 
1989, art. 13). 

Si bien podría decirse que solo un número relativamente pequeño de Estados son 
parte en el Convenio, ellos son representativos de los países que tienen una mayor 
población indígena. Además, debido a que más y más Estados lo están ratificando, 
ese convenio se ha convertido en un importante instrumento jurídico en lo que 
respecta a los derechos de los pueblos indígenas sobre las tierras. 

En general, dentro de una perspectiva más amplia del enfoque de derechos 
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humanos respecto al derecho a la tierra, la afirmación del mismo como un tema 
clave de derechos humanos de los pueblos indígenas muestra que: es posible poner 
en cuestión el enfoque tradicionalmente individualista de los derechos de propiedad 
y que un enfoque del derecho de propiedad como tal no es suficiente para los 
pueblos indígenas, ya que no integra la específica unión cultural a sus territorios 
tradicionales.

4 Derecho a la tierra como una cuestión de igualdad de género 

El derecho a la tierra ha sido reconocido como un tema central en la igualdad de 
género. El derecho a la tierra de las mujeres depende con frecuencia de su estado 
civil, lo que hace que su seguridad de tenencia dependa de las relaciones con su 
marido. En las legislaciones nacionales que regulan los derechos de propiedad 
dentro de la familia, en general se limita el derecho a la tierra a los hombres -en 
tanto cabeza de familia y detentores exclusivos de la propiedad familiar. Como 
se destaca en un informe del anterior Relator Especial de la ONU para una 
Vivienda Adecuada: 

En casi todos los países, ya sean ‘ desarrollados’ o ‘en desarrollo’, la seguridad jurídica 
de tenencia de las mujeres depende casi totalmente de los hombres a los que están 
asociadas. Los hogares encabezados por mujeres y las mujeres en general tienen una 
seguridad mucho menor que los hombres. Muy pocas mujeres poseen tierra. Una mujer 
separada o divorciada sin tierra y con una familia que cuidar acaba con frecuencia en 
los barrios marginales de las ciudades, donde la seguridad de tenencia es, en el mejor 
de los casos, cuestionable. 

(UNITED NATIONS, 2003, p. 9)

En virtud de su enfoque en las mujeres rurales, el artículo 14 de la CEDAW hace 
mención específica de los derechos territoriales. Al invitar a los Estados Partes a 
adoptar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la 
mujer en las zonas rurales, el artículo 14 pide a los Estados que garanticen que 
las mujeres tengan “acceso a los créditos y préstamos agrícolas, a los servicios de 
comercialización y a las tecnologías apropiadas, y recibir un trato igual en los 
planes de reforma agraria y de reasentamiento” (FOOD AND AGRICULTURAL 
ORGANISATION OF THE UNITED NATIONS. 1979, art. 14 (2) g). Como se destacó 
previamente, este artículo posee la única mención específica del derecho a la tierra 
en los nueve tratados internacionales fundamentales de derechos humanos. Sin 
embargo, la referencia al derecho a la tierra sigue siendo marginal, ya que el objetivo 
principal de dicho artículo es garantizar que las mujeres no sean discriminadas en 
la reforma agraria, y no hace un llamamiento en pos de una reforma general de 
las desiguales leyes sobre la tierra. 

El artículo 16 de la CEDAW, centrándose en la eliminación de la 
discriminación en la familia, invita a los Estados Partes a adoptar todas las medidas 
necesarias para garantizar que ambos cónyuges tengan los mismos derechos en 
materia de “propiedad, compras, gestión, administración, goce y disposición de 
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los bienes” (FOOD AND AGRICULTURAL ORGANISATION OF THE UNITED 
NATIONS. 1979, art. 16). Aunque no menciona directamente el derecho a la tierra, 
la referencia a la propiedad y la posesión podría verse como implícita en lo referente 
a la propiedad de tierras. El Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer (en adelante el “Comité de la CEDAW”) ha puesto de relieve 
específicamente esa conexión en su recomendación general nº 21 sobre “La igualdad 
en el matrimonio y en las relaciones familiares”, que se centra en gran medida en 
el artículo 16. Esa Recomendación General establece:

En los países que están ejecutando un programa de reforma agraria o de redistribución 
de la tierra entre grupos de diferente origen étnico, debe respetarse cuidadosamente el 
derecho de la mujer, sin tener en cuenta su estado civil, a poseer una parte igual que 
la del hombre de la tierra redistribuida.

 (UNITED NATIONS, 1994, par. 27).

A pesar de la referencia al derecho a la tierra en los artículos 14 (de forma explícita) 
y 16 (implícita), es evidente que tales derechos siguen siendo marginales en la 
Convención. El Comité de la CEDAW, sin embargo, ha tenido un acercamiento 
activo a la cuestión de los derechos a la tierra para las mujeres. En particular, en 
sus observaciones finales, el Comité ha demostrado la centralidad del derecho 
a la tierra en el cumplimiento de los derechos humanos de las mujeres, puesto 
que el derecho a la tierra figura en casi todas las observaciones finales del 
Comité. Analizando algunas de las recientes observaciones finales del Comité 
pueden ser identificadas cuestiones clave cuando se trata de los derechos de las 
mujeres sobre la tierra. Uno de los temas es la garantía de no discriminación en 
el acceso a la tierra tanto en los sistemas jurídicos consuetudinarios como en los 
formales. En sus últimas observaciones finales sobre Zimbabue, por ejemplo, el 
Comité expresó su preocupación “por la prevalencia de costumbres y prácticas 
tradicionales discriminatorias que impiden a las mujeres, en particular a las 
mujeres rurales, heredar o adquirir la propiedad de la tierra y otras propiedades” 
(UNITED NATIONS, 2012, para. 35).

Dicha situación no es exclusiva de Zimbabue; el Comité ha hecho comentarios 
similares en informes recientes sobre Jordania, Chad y República del Congo. En 
todos los casos, ha puesto de relieve que los gobiernos tienen una obligación positiva 
de garantizar que los sistemas jurídicos y las prácticas familiares informales no 
discriminen a las mujeres en su acceso al derecho a la tierra. Asimismo, el Comité 
identificó desigualdad de facto en los sistemas formales de registro de la tierra, que 
ofrecen algún tipo de reconocimiento a los sistemas tradicionales, ya sea directa o 
indirectamente, apoyan prácticas que favorecen a los hombres y sitúan a las mujeres 
en una posición de desventaja, perpetuando los regímenes de tenencia basados en 
el supuesto de la unidad de familia y de comunidad.

Otro tema recurrente en las observaciones finales del Comité de la CEDAW es 
la estrecha relación entre el acceso al derecho a la tierra y los medios de subsistencia, 
como alimentos y agua. En el caso de Nepal, por ejemplo, el Comité ha invitado al 
gobierno a “garantizar la igualdad de acceso de las mujeres a los recursos y alimentos 
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nutritivos mediante la eliminación de las prácticas discriminatorias, garantizando 
los derechos de propiedad de la tierra para las mujeres y facilitando su acceso al 
agua potable y al combustible” (UNITED NATIONS, 2011, para. 38). Las mujeres, 
especialmente en las comunidades rurales, han expresado a menudo que el derecho 
a la tierra tiene que entenderse como un elemento central para el acceso al agua, 
los alimentos y la salud, y que tales derechos son un elemento central para apoyar, 
no solo sus medios de vida, sino también a sus hijos y sus familias. Los trabajos 
del Comité muestran que el derecho a la tierra y la seguridad de la tenencia de la 
tierra para las mujeres son un elemento esencial de las condiciones de vida de las 
mujeres y del empoderamiento económico. 

La conexión entre el acceso a los medios de vida y el derecho a la tierra se 
refleja en el Protocolo a la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos 
sobre los Derechos de las Mujeres en África, adoptado en 2003. El Protocolo a la 
Carta Africana hace referencia en dos ocasiones al derecho a la tierra como un asunto 
de los derechos de las mujeres. El primero se refiere al acceso a una alimentación 
adecuada. El artículo 15 declara que:

 Los Estados Partes se asegurarán de que las mujeres tengan derecho a una alimentación 
nutritiva y adecuada. En este sentido, tomarán las medidas necesarias para proporcionar 
a las mujeres acceso a agua potable limpia, a fuentes de combustible doméstico, a tierra 
y a medios de producción de alimentos nutritivos.

(AFRICAN COMISSION ON HUMAN AND 
PEOPLES’ RIGHTS, 2003, para. a). 

El segundo hace referencia al derecho al desarrollo sostenible. El artículo 19, 
dedicado a los derechos de las mujeres a gozar plenamente de su derecho a un 
desarrollo sostenible, invita a los Estados a “promover el acceso de las mujeres a 
los recursos productivos y a su control, como el acceso a la tierra, y garantizar su 
derecho a la propiedad” (AFRICAN COMISSION ON HUMAN AND PEOPLES’ 
RIGHTS, 2003, para. c). El abordaje del derecho a la tierra desde los derechos de las 
mujeres vincula el acceso a la tierra no solo a la no discriminación, sino también 
a la reducción de la pobreza y al empoderamiento económico. Como se recoge en 
un reciente informe elaborado para la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
de la India:

La tierra, además de ser un recurso productivo, proporciona también un alto grado de 
seguridad y estabilidad socioeconómica. El control y la propiedad de la tierra por las mujeres 
también sirve como un recurso de empoderamiento y ayuda a equilibrar las dinámicas de 
género, sobre todo en sociedades tradicionalmente patriarcales. 

(KOTHARI; KARMALI; CHAUDHRY, 2006, p. 28). 

Esto se refleja en el trabajo de diversas instituciones internacionales y organizaciones 
no gubernamentales que han centrado cada vez más su labor en el derecho a la tierra 
como parte de sus estrategias de reducción de la pobreza y de empoderamiento de 
las mujeres (BUDLENDER; ALMA, 2011).
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5 Derecho a la tierra como derecho a la vivienda 

El derecho a la vivienda se inscribe en varios instrumentos internacionales de 
derechos humanos. Entre ellos se encuentran el PIDESC (artículo 11, párr. 1), la 
Convención sobre los Derechos del Niño (artículo 27, párr. 3), y las disposiciones 
sobre no discriminación que figuran en el artículo 14 párrafo 2(h) de la CEDAW 
y en el artículo 5(e) de la CERD. El artículo 25 de la DUDH incluye el derecho 
a la vivienda como parte del derecho más amplio a un nivel de vida adecuado. 
Por lo tanto, el derecho a la vivienda se considera a menudo como el derecho a 
una vivienda adecuada. 

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante, 
Comité DESC) ha dedicado gran parte de su trabajo al derecho a una vivienda 
adecuada. En su Observación General nº 4 sobre el derecho a una vivienda 
adecuada, el Comité DESC destacó que “aunque la adecuación viene determinada 
en parte por factores sociales, económicos, culturales, climáticos, ecológicos y de 
otro tipo” (UNITED NATIONS, 1991, par. 8), existen algunos factores universales 
fundamentales para determinar el contenido de ese derecho. El Comité ha 
identificado siete factores comunes, el primero de los cuales es la seguridad 
jurídica de la tenencia.2 Aunque la seguridad de la tenencia adopta varias formas, 
incluyendo el alojamiento de alquiler (público y privado), la vivienda cooperativa, 
el arriendo, la ocupación por el propietario, la vivienda de emergencia y los 
asentamientos informales, también se refiere a la seguridad del derecho sobre 
las tierras. 

El Comité se ha centrado especialmente en la situación de las personas 
sin tierra, destacando de qué manera la falta de acceso a la tierra incide 
fundamentalmente en la realización de su derecho a una vivienda adecuada. El 
Comité DESC señaló que “los Estados deben asumir obligaciones apreciables 
destinadas a apoyar el derecho de todos a un lugar seguro para vivir en paz y 
dignidad, incluido el acceso a la tierra como derecho” (UNITED NATIONS, 1991, 
par. 8 (e)). También agregó que “en muchos Estados Partes, el mayor acceso a la 
tierra por sectores desprovistos de tierra o empobrecidos de la sociedad, debería 
ser el centro del objetivo de la política” (UNITED NATIONS, 1991, par. 8 (e)). Este 
enfoque pone de relieve que la realización del derecho a una vivienda adecuada 
implica necesariamente la garantía por parte de los gobiernos tanto del acceso 
como de la seguridad de la tenencia de la tierra para las personas que carecen 
de ella. 

El enfoque en la seguridad de la tenencia y el acceso a la tierra como 
elementos esenciales del derecho a la vivienda es también una característica central 
en la labor del Relator Especial de la ONU para una Vivienda Adecuada. Miloon 
Kothari, antiguo Relator Especial de la ONU, quien ha puesto un gran énfasis 
en la importancia del reconocimiento de que el derecho a la tierra constituye 
un aspecto central del derecho a la vivienda. El Relator Especial identificó una 
laguna normativa referente al derecho a la tierra dentro de los instrumentos 
internacionales de derechos humanos cuando se trataba de proteger el derecho a 
la vivienda adecuada. Como se indicó en el informe de 2007:
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Durante todo su trabajo, el Relator Especial ha tratado de identificar qué elementos 
afectan positiva o negativamente a la realización del derecho a una vivienda adecuada. 
La tierra en tanto que derecho con frecuencia es un elemento esencial, necesario 
para comprender el grado de violación y la medida de realización del derecho a una 
vivienda adecuada.

(UNITED NATIONS, 2007b, para. 25). 

El Relator Especial hizo un llamamiento al Consejo de Derechos Humanos para 
que se reconozca el derecho a la tierra como un derecho humano y para fortalecer 
su protección en la legislación internacional de derechos humanos. 

La conexión entre la vivienda y el derecho a la tierra ha sido particularmente 
fundamental para la labor del Relator Especial en el ámbito de los derechos de la mujer 
a la vivienda. A raíz de una resolución adoptada por la anterior Comisión de Derechos 
Humanos, el Relator Especial inició un estudio más amplio sobre derechos de la mujer 
para acceder a una propiedad y a una vivienda adecuada. Una de las conclusiones 
centrales del informe es que la falta de reconocimiento del derecho a la tierra de las 
mujeres afecta directamente a su derecho a una vivienda adecuada. El Relator Especial 
también puso de relieve la estrecha relación entre la violencia contra las mujeres y el 
derecho a una vivienda adecuada, y que el reconocimiento del derecho a la tierra para 
las mujeres podría desempeñar un papel positivo contra la violencia doméstica.

La vivienda y el derecho a la tierra también están interrelacionados, en el 
enfoque de derechos humanos, a los desalojos forzosos. La Observación General 
No. 7 del Comité DESC define los desalojos forzosos como: 

El hecho de hacer salir a personas, familias o comunidades de los hogares 
o las tierras que ocupan, en forma permanente o provisional , sin of recerles 
medios apropiados de protección legal o de otra índole ni permitirles su 
acceso a ellos . 

(UNITED NATIONS, 1997, para. 3). 

Los desalojos forzosos suelen estar relacionadas con la ausencia de la tenencia 
jurídicamente segura, que, como mencionado anteriormente, constituye un 
elemento esencial del derecho a una vivienda adecuada. Por lo tanto, los desalojos 
forzosos son, a primera vista, violaciones del derecho humano a una vivienda 
adecuada. Tanto las Directrices Completas para los Derechos Humanos en Relación 
con los Desplazamientos Basados en el Desarrollo, como los Principios Básicos y 
Directrices sobre los Desalojos y el Desplazamiento, adoptan una definición similar 
de los desalojos forzosos, que incluye la pérdida de tierras.

El vínculo entre el desalojo forzoso y la violación del derecho a la tierra 
desempeñó un papel importante en la decisión de la CADHP en el caso de la 
comunidad Endorois contra Kenia. La Comisión puso de relieve que la falta de 
reconocimiento y respeto del derecho a la tierra de la comunidad indígena en su 
desplazamiento llevaron a su desalojo forzoso, lo cual supuso una violación al 
artículo 14 de la Carta Africana (AFRICAN COMMISSION ON HUMAN AND 
PEOPLES RIGHTS, 2010, para. 200). Para llegar a esa decisión, la Comisión hizo 
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referencia directa a las normas señaladas por el Comité DESC de la ONU en su 
Observación General No. 4 sobre el derecho a la vivienda y en la Observación 
General No. 7 sobre los desalojos y el derecho a la vivienda, destacando que el 
derecho a la tierra está directamente relacionado tanto con el derecho a la vivienda 
como con la prohibición de los desalojos forzosos. La sociedad civil también ha 
destacado la conexión entre el derecho a la vivienda y el derecho a la tierra, con la 
creación de la Red de Derechos a la Vivienda y a la Tierra.3 

En general, la conexión entre los derechos a la vivienda y a la tierra parece 
ser una característica importante del derecho en materia de derechos humanos, y 
conlleva un aspecto positivo y otro negativo. El positivo es que el derecho a la tierra 
se considera un elemento esencial para la consecución del derecho a la vivienda; y el 
negativo es que el despojo de las tierras podría calificarse como desalojo forzoso en 
violación directa del derecho a la vivienda. Si bien este enfoque es claramente lógico, 
sigue estando limitado a un aspecto particular del derecho a la tierra, que es sostener 
el derecho a la vivienda; no obstante, no se incluyen los demás aspectos cruciales 
del derecho a la tierra, en particular los aspectos culturales, sociales y espirituales. 

6 Derecho a la tierra como acceso a una alimentación adecuada 

A diferencia del derecho a la tierra, el derecho a la alimentación se afirma 
categóricamente en el derecho internacional de derechos humanos. El artículo 25 
de la DUDH dice que toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado, 
“incluyendo a la alimentación”. El artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) hace especial referencia al derecho a 
la alimentación, al afirmar expresamente el derecho de toda persona a un nivel de 
vida adecuado, “incluyendo una alimentación adecuada”. El artículo 11(2) proclama 
el “derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre”, y 
el artículo 11(2)(a) obliga a los Estados a “mejorar los métodos de producción, 
conservación y distribución de alimentos”, en particular mediante la reforma de 
los regímenes agrarios, de modo que se logren la explotación y la utilización más 
eficaces de las riquezas naturales; y el artículo 11(2)(b) exige la aplicación de “una 
distribución equitativa de los alimentos mundiales.” 

Probablemente, la conexión más directa con el derecho a la tierra en el Pacto 
provenga de la referencia a la necesidad de: 

Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos… 
mediante el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo 
que se logren la explotación y la utilización más ef icaces de las riquezas 
naturales. 

(UNITED NATIONS, 1966a, art. 11).

Varias referencias al derecho sobre las tierras se pueden encontrar en la Observación 
General No. 12 del Comité DESC de la ONU sobre el derecho a la alimentación. 
En su Observación General, el Comité declaró: “El derecho a la alimentación 
adecuada se ejerce cuando todo hombre, mujer y niño, ya sea solo o en común con 
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otros, tiene acceso físico y económico en todo momento a la alimentación adecuada 
o a medios para obtenerla” (UNITED NATIONS, 1999, art. 11, par. 6).

Al considerar que las “raíces del problema del hambre y la desnutrición no son 
la falta de alimentos, sino la falta de acceso a los alimentos disponibles” (UNITED 
NATIONS, 1999, art. 11, para. 5), la Observación General No. 12 sobre el derecho 
a una alimentación adecuada indica que por disponibilidad “se entienden las 
posibilidades que tiene el individuo de alimentarse ya sea directamente, explotando 
la tierra productiva u otras fuentes naturales” (UNITED NATIONS, 1999, art. 11, 
para. 12), o por sistemas de mercado que funcionen y abastezcan de alimentos. Esa 
Observación General comenta, además, que garantizar el acceso a “los alimentos o 
a los recursos destinados a alimentos” requiere que los Estados apliquen un acceso 
completo y equitativo a los recursos económicos, especialmente para las mujeres, 
incluido el derecho a heredar y a poseer tierras.

La conexión entre los derechos a la alimentación y a la tierra es también 
una parte importante del mandato del Relator Especial de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho a la Alimentación (del actual y del anterior). El anterior Relator 
Especial, Jean Ziegler, destacó que “el acceso a la tierra es uno de los elementos 
clave necesarios para erradicar el hambre en el mundo”, y señaló que “muchos 
campesinos pasan hambre ya sea porque no tienen tierras, no tienen tenencia segura 
o sus propiedades son tan pequeñas que no pueden cultivar suficiente comida 
para alimentarse a sí mismos” (UNITED NATIONS, 2002, para. 22). Varios de sus 
informes han demostrado que la discriminación en el acceso al derecho a la tierra 
puede tener un impacto directo en la realización del derecho a la alimentación. En 
su informe sobre la situación en la India, Ziegler señaló que: 

La discriminación generalizada impide a los Dalits la propiedad de la tierra, ya que 
son vistos como la ‘clase trabajadora’, e incluso si reciben la tierra (como resultado de los 
programas de redistribución y reforma agraria en algunos estados), esa tierra a menudo se 
toma a la fuerza por castas superiores de la zona.

(UNITED NATIONS, 2006c, para. 11). 

La carencia de tierras entre los Dalits es una característica común en la economía 
rural, puesto que la casta superior y los ricos terratenientes controlan las tierras, lo 
cual afecta directamente a la realización de su derecho a la alimentación.

Más recientemente, la conexión entre el derecho a la tierra y a la alimentación 
ha resultado aún más clara en el contexto de la adquisición de tierras a gran escala, 
con la llamada apropiación de tierras a nivel mundial (TAYLOR, 2009). Tras la crisis 
alimentaria mundial de 2008, varios de los mayores Estados importadores de 
alimentos y exportadores de capital perdieron confianza en el mercado mundial 
como fuente estable y confiable de alimentos y aceleraron el proceso de adquisiciones 
a gran escala de tierras agrícolas adecuadas (COTULA et al., 2009). En otras palabras, 
estos gobiernos con “inseguridad alimentaria’, que dependen de las importaciones 
de productos agrícolas, han comenzado una política de adquisición de grandes 
extensiones de tierras agrícolas en el extranjero para su propia producción de 
alimentos fuera del país y también para aumentar sus inversiones en las cada vez 
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más valiosas tierras agrícolas extranjeras. Dentro de este contexto, el derecho a la 
tierra pasó a verse por algunos como un elemento clave para asegurar la garantía 
del derecho a la alimentación de la población local. Por ejemplo, el actual Relator 
Especial de las Naciones Unidas sobre el derecho a la alimentación, Olivier de 
Schutter, ha mostrado en un informe reciente una conexión directa del derecho a 
la alimentación con la cuestión de la adquisición de tierras a gran escala: 

El derecho humano a la alimentación sería violado si las personas que dependen de 
la tierra para su sustento, como los pastores, fueran dejados sin acceso a la tierra, y 
sin alternativas adecuadas; si los ingresos locales no fueran suficientes para compensar 
los efectos de los precios resultantes de la transición hacia la producción de alimentos 
para la exportación; o si los ingresos de los pequeños agricultores locales fueran a 
caer tras la llegada a los mercados nacionales de alimentos a precios muy económicos, 
producidos en las plantaciones a gran escala más competitivas surgidas gracias a la 
llegada de los inversores. 

(UNITED NATIONS, 2009, para. 4)

Además, el análisis del relator especial insta a todas las partes interesadas (gobiernos, 
inversores y comunidades locales) a que adopten un enfoque más estructural, que 
ponga en el centro de las negociaciones las normas en materia de derechos humanos. 
El Relator Especial ha propuesto once principios mínimos dirigidos a los inversores, 
los Estados de origen, los Estados anfitriones, las poblaciones locales, los pueblos 
indígenas y la sociedad civil. Dos de los principios propuestos guardan una relación 
directa con el derecho a la tierra:

Principio 2. La transferencia del uso de la tierra o de la propiedad solo puede tener 
lugar con el consentimiento libre , previo e informado de las comunidades locales. Esto 
es particularmente relevante para las comunidades indígenas, dada su experiencia 
histórica de despojo.
Principio 3. Los Estados deberán promulgar leyes que protejan el derecho a la tierra, 
incluyendo los títulos individuales o de inscripción colectiva del uso de la tierra con el 
fin de garantizar una protección jurídica completa.

(UNITED NATIONS, 2009)

Por lo tanto, el Relator Especial ha argumentado que, en nombre de la protección 
del derecho a la alimentación de los más desfavorecidos, los Estados deben garantizar 
la seguridad de la tenencia de la tierra de sus agricultores y de las comunidades 
locales, así como poner en marcha políticas destinadas a garantizar un acceso más 
equitativo a ella (DE SCHUTTER, 2011). Aunque esta interacción entre el acceso a 
la tierra y el derecho a la alimentación se haya agudizado particularmente con el 
actual fenómeno de apropiación de la tierra, ese movimiento de inversión a gran 
escala en tierras agrícolas solo está poniendo de relieve que el ejercicio del derecho 
a la alimentación implica necesariamente la protección del derecho a la tierra. 

Recientemente, más referencias directas al derecho a la tierra han comenzado 
a aparecer en la labor de otras organizaciones internacionales que se ocupan de 



DERECHO A LA TIERRA COMO DERECHO HUMANO: ARGUMENTOS A FAVOR DE UN DERECHO ESPECÍFICO A LA TIERRA

138  ■  SUR - REVISTA INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS

la seguridad alimentaria. Por ejemplo, en 2004, la Organización de las Naciones 
Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO) publicó sus Directrices 
Voluntarias en Apoyo de la Realización Progresiva del Derecho a una Alimentación 
Adecuada en el Contexto de la Seguridad Alimentaria Nacional (FOOD AND 
AGRICULTURAL ORGANISATION OF THE UNITED NATIONS, 2004). Las 
directrices se basan en todos los instrumentos internacionales importantes que 
hacen referencia al derecho a la alimentación, y proponen 19 principios rectores 
para ayudar a los Estados a asegurar la realización progresiva del derecho a la 
alimentación. La Directriz 8 (B) trata específicamente del derecho a la tierra de 
las mujeres y los pueblos indígenas como un elemento importante para garantizar 
la realización del derecho a la alimentación. En términos más generales, varias 
organizaciones que trabajan en temas relacionados con la seguridad alimentaria 
han empezado a reconocer la necesidad de centrar su trabajo y sus campañas en 
la protección del derecho a la tierra en el marco de la realización del derecho a la 
alimentación (MIGGIANO; TAYLOR; MAURO, 2010). 

7 Conclusión

Un acercamiento al derecho a la tierra basado en los derechos humanos es esencial 
para hacer frente a las situaciones de preconflicto, conflicto y posconflicto. Tal 
como lo demuestran las situaciones en Sudáfrica, Uganda, Guatemala y Zimbabue, 
los problemas en relación con la tierra y las reformas agrarias suelen estar en el 
centro de conflictos violentos y, como tales, son elementos clave en la transición 
del conflicto a la paz. También, recientemente han surgido conflictos de tierras 
en Indonesia, y las adquisiciones recientes de tierras a gran escala amenazan la 
estabilidad de Camboya. 

En muchos sentidos, esas tensiones en torno al derecho a la tierra no son 
nuevas: la historia de la humanidad ha evolucionado en torno a ese tipo de conflictos, 
ya que probablemente todas las guerras siempre envolvieron algún tipo de disputa 
territorial. También existe una fuerte relación entre el uso, el acceso y la propiedad 
de la tierra, por un lado, y el desarrollo y la reducción de la pobreza, por el otro. 
Las crecientes crisis agrarias alimentadas por el fracaso de las medidas de reforma 
agraria, la toma de control de las tierras por parte de empresas, la privatización de 
servicios básicos, el incremento en los desplazamientos inducidos por el desarrollo 
y la usurpación de las tierras agrícolas de los pequeños agricultores no dejan de 
contribuir a que los derechos territoriales se conviertan gradualmente en un tema 
central de la justicia social y los derechos humanos. 

Mientras la tierra se mercantiliza cada vez más como un bien exclusivamente 
comercial, un enfoque de derechos humanos sobre el derecho a la tierra aporta 
otra perspectiva al valor de la tierra como un bien social y cultural y, sobre todo, 
como un derecho humano fundamental. Debido a que el acceso tradicional y los 
derechos de propiedad de las mujeres, las minorías, los migrantes y los pastores se 
han ignorado o reducido en este contexto, esas poblaciones reivindican cada vez 
más que sus derechos a la tierra son parte de sus derechos humanos fundamentales. 
Bajo el lema el derecho a la tierra es un derecho humano, estas poblaciones están 
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reinvindicando cada vez más que las tierras no solo representan un valioso activo 
económico, sino que también son una fuente de identidad y cultura. 

Sin embargo, con las notables excepciones de los derechos de la mujer y los 
derechos de los pueblos indígenas, el derecho a la tierra no se encuentra en los 
tratados de derechos humanos. Como hemos visto en este artículo, los derechos 
a la tierra se consideran elementos esenciales para la realización de otros derechos 
humanos. La conexión entre el derecho a la tierra y el derecho a la alimentación 
parece estar adquiriendo cierta importancia, a partir de una visión del derecho a 
la tierra como elemento esencial para la realización del derecho a la alimentación. 
Un enfoque muy similar al derecho a la tierra se ha desarrollado bajo la bandera del 
derecho a la vivienda. En ambos casos, el derecho a la tierra ha sido identificado 
como un portal para la realización de otros derechos fundamentales.

Sin duda, estos ejemplos representan un avance importante en el derecho 
internacional de los derechos humanos. Resulta paradójico, sin embargo, que a pesar 
de la visión cada vez más aceptada de que la realización de los derechos humanos 
fundamentales (alimentación y vivienda) depende cada vez más del derecho a la tierra, 
este derecho no se considera fundamental, ya que no está recogido en los tratados 
internacionales, a pesar de los llamamientos de la sociedad civil, los activistas y las 
organizaciones no gubernamentales internacionales, el derecho sobre la tierra aún no 
está incluido en los tratados internacionales fundamentales de derechos humanos.4 
Uno podría preguntarse si el derecho sobre derechos humanos no supone empezar 
la casa por el tejado, con la afirmación de que los derechos sobre la tierra son 
fundamentales sin antes estar claramente incorporados ni afianzados en el marco legal. 

Probablemente, el derecho a la tierra sea inherentemente conflictivo, por ser 
una importante fuente de riqueza, cultura y vida social. La distribución y el acceso a 
la tierra no son políticamente neutrales, y el derecho a la tierra afecta globalmente a 
la base económica y social de la sociedad. Además, las diferentes facetas económicas, 
sociales y culturales del derecho a la tierra crean tensiones entre los distintos intereses, 
especialmente entre la necesidad de proteger a los propietarios a la vez que proporcionar 
también algunos derechos a las personas sin tierra. Por último, el derecho a la tierra es 
un elemento esencial del crecimiento económico y, por ende, afectan a una amplia 
gama de partes interesadas, incluidos poderosos inversores extranjeros.

En última instancia, el registro y la gestión de las tierras seguirán siendo 
competencia de la legislación nacional de cada país, pero un instrumento 
internacional en el derecho humano a la tierra influenciará en la legislación sobre 
la tierra y la reforma agraria en los países. Un abordaje de derechos humanos puede 
ser una herramienta importante para garantizar que tanto el valor económico como 
el valor cultural de la tierra sean reconocidos y que los derechos de los pueblos sobre 
sus tierras sean respetados como un derecho fundamental. Los pueblos indígenas 
han tenido éxito en la reivindicación de sus derechos fundamentales sobre la tierra 
y han logrado incluir los derechos a la tierra en el léxico de los derechos humanos. 
Esta evolución tan sumamente positiva podría ser un indicador de que ha llegado 
la hora de que la comunidad de derechos humanos reivindique el derecho a la tierra 
como uno de los derechos humanos fundamentales para todos, quienes tienen y 
no tienen tierras. 
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de reforma agraria y de reasentamiento”. Los 
nueve tratados fundamentales de derechos 
humanos son: la Convención Internacional 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Racial; el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto 
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Degradantes; la Convención sobre los Derechos 
del Niño; la Convención Internacional sobre 
la Protección de los Derechos de Todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares; 

la Convención Internacional para la Protección 
de todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas; y la Convención sobre los \Derechos 
de las Personas con Discapacidad.

2. Los otros son: disponibilidad de servicios, 
materiales, facilidades e infraestructura; 
asequibilidad; habitabilidad; accesibilidad para 
los grupos desfavorecidos; y la ubicación y la 
adecuación cultural. 

3. Véase: <http://www.hlrn.org/>. Visitado en: 
Mayo 2013

4. Para ver ejemplos: Declaración de Katmandú: 
Asegurando los Derechos a la Tierra para 
la Paz y la Seguridad Alimentaria (2009); 
Declaración de Bali sobre Derechos Humanos y 
de las Industrias Agrocomerciales en el Sudeste 
Asiático (2011) y también: Informe del Relator 
Especial sobre una Vivienda Adecuada como 
parte del Derecho a un Nivel de Vida Adecuado, 
Miloon Kothari, UN Doc. A/HRC/4/18 (Feb. 5, 
2007), para, 31-33.
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ABSTRACT 

Land rights have received some attention as an issue concerning property rights and have 
been considered a specifi cally important right for indigenous peoples and women, but a 
right to land is absent from all international human rights instruments. Th is article reviews 
how land rights have been approached from fi ve diff erent angles under international human 
rights law: as an issue of property right, as a specifi cally important right for indigenous 
peoples; as an ingredient for gender equality; and as a rallying slogan against unequal 
access to food and housing. By examining these diff erent approaches, the article proposes 
to identify the place of land rights within the international human rights instruments and 
jurisprudence as well as to examine why they have not been – and whether they should be 
-  included in such documents as a stand-alone and specifi c right to land.

KEYWORDS

Land rights – Women – Indigenous peoples – Right to food – Right to housing

RESUMO 

O direito à terra tem atraído certa atenção como uma questão relacionada ao direito à 
propriedade e tem sido considerado um direito especifi camente importante dos povos 
indígenas e das mulheres, mas o direito à terra está ausente dos instrumentos internacionais 
de direitos humanos. Este artigo analisa como o direito à terra tem sido abordado desde 
cinco ângulos diferentes na legislação internacional dos direitos humanos: como uma questão 
de direito à propriedade, como um direito especifi camente importante para os  povos 
indígenas; como um aspecto da igualdade de gênero, como um slogan na campanha contra 
o acesso desigual à alimentos e moradia. Ao analisar estas diferentes abordagens, o artigo 
propõe identifi car o lugar do direito à terra nos instrumentos e jurisprudência internacional 
de direitos humanos assim como analisar por que não tem sido – e se deveria ser – incluído 
como direito especifi co e independente.

PALAVRAS-CHAVE

Direito à terra – Mulheres – Povos indígenas – Direito à alimentação – Direito à moradia
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n d
e p

olí
tic

as,
 gé

ne
ro 

y r
aza

 ab
arc

a p
rof

un
do

s 

est
ud

ios
 so

bre
 lo

s d
ist

int
os 

niv
ele

s d
e e

nse
ña

nz
a.

En l
as 

tre
s p

ub
lic

aci
on

es 
de

 la
 Fun

da
ció

n –
 Cad

ern
os 

de
 Pesq

uis
a, 

Estu
do

s 

em
 av

ali
açã

o e
du

cac
ion

al 
y T

ex
tos

 FCC–, 
esa

 pr
od

uc
ció

n a
cad

ém
ica

 

co
mpa

rte
 el

 es
pa

cio
 co

n e
l tr

ab
ajo

 de
 in

ve
sti

ga
do

res
 de

 ot
ras

 in
sti

tuc
ion

es,
 

lo 
qu

e p
osi

bil
ita

 un
a m

ira
da

 di
ve

rsi
ficad

a s
ob

re 
los

 te
mas 

de
l á

rea
.
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